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RESUMEN 

 

A partir de la importancia de manejar 

procesos independientes que 

permitan consolidar un proceso 

disciplinario más ágil y oportuno, 

donde las pruebas que se presenten 

se constituyan en soporte en el curso 

de la investigación, en el actual 

marco jurídico, paralelo al 

direccionamiento del vigente Código 

Penal y el Código de Procedimiento 

Penal. Proceso disciplinario que debe 

ser tipificado con el propósito que 

acciones como la prueba trasladada 

pueda ser debidamente cuestionada 

por la defensa dentro del proceso 

disciplinario. Proceso disciplinario en 

el que se logre establecer 

direccionamientos claros y precisos, 

para la contradicción de la prueba, 

con acciones desligadas de 

elementos  que impliquen corrupción, 

para lograr de esta manera la 

transparencia de la administración de 

justicia en los sujetos que se 

                                            
Este artículo de investigación se elabora como 
requisito para optar al título de Especialista en Derecho 
Sancionatorio de la Universidad Militar Nueva Granada 
de Bogotá, Colombia Noviembre 2012 
Carolina Olaya Horta, Abogado Universidad Antonio 
Nariño, gissellcarolinaprueba@yahoo.es 
Gissell Valencia Vásquez, Abogado Universidad de 
la Costa - UNICOSTA, gissellcarolinaprueba@yahoo.es 

encuentran en el marco disciplinario y 

en el entorno sancionatorio nacional, 

pero sobre todo que no se vulnere el 

debido proceso. En este sentido se 

debe tener presente  la interacción 

que la ley 1474 del 2011 maneja para 

que este hecho sea un elemento 

efectivo en el manejo conductual del 

funcionario público. 

 

PALABRAS CLAVE: 

 

Prueba trasladada, corrupción, 

proceso, disciplinario, contradicción, 

defensa. 

 

ABSTRACT 

 

As from the importance of managing 

independent processes that they 

enable to strengthen a disciplinary 

process more agile and opportune, 

where you prove to them that they 

show up be the support of the course 

of investigation, inside the present-

day juridical frame, which this parallel 

to the addressing of the present-day 

penal code and the code of criminal 

procedure, be properly categorized 

and in turn allow that you trigger as 

the relocated proof is properly 

questioned in the processes of 

defense within the disciplinary 

process that every government 

employee has straight, besides where 

it is been able to establish obvious 

and precise addressings, where each 

of these is stocks that are untied of 

Level elements of corruption, 

achieving the transparency of the 

administration of justice in the 
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subjects that they find in the 

disciplinary frame and at the 

punishing national surroundings, but 

all over that the proper process is 

violated, for which he should have the 

interaction presently than the Law 

drives 1474 of 2011 in order that this 

fact is an effective element in the 

government employee's behavioral 

handling. 

 

KEY WORDS: 

 

Try transferred, corruption, process, 

disciplinary, contradiction, defense. 

 

INTRODUCCIÓN 

 

La importancia de llevar a cabo un 

estudio centrado en el tema de la 

contradicción de la prueba trasladada  

en el marco del proceso disciplinario 

tiene que ver con razones de índole 

personal, jurídica, y social. En primer 

lugar, personal, porque se constituye 

en un desafío para las autoras en la 

medida que plantea la posibilidad de 

señalar ideas y orientaciones – y 

dudas, también – respecto de la 

adecuada valoración de la prueba, 

que es un inevitable e insoslayable 

camino hacia la verdad procesal. De 

esta manera, será un valioso acervo 

de futura utilidad práctica en el 

ejercicio profesional. En segundo 

lugar, social, porque al contribuir a 

develar este interesante aspecto del 

régimen disciplinario se estará dando 

un paso adelante en asegurar la 

eficiencia en los servicios a cargo del 

Estado, la moralidad, la 

responsabilidad, y la conducta de los 

servidores públicos para el 

cumplimiento de sus funciones en el 

horizonte de la Carta, la ley y los 

respectivos reglamentos 

institucionales. Sobre todo cuando se 

sabe que:a) la existencia del derecho 

disciplinario corre pareja con la del 

Estado Social de Derecho; y, b) se 

considera como factor de garantía del 

buen ejercicio de la función pública y 

el logro del bienestar común, uno de 

los fines del Estado. Y tercero, –como 

corolario de la anterior – en razones 

jurídicas, porque al tener el Derecho 

Disciplinario como fin orientar la 

conducta de los servidores públicos 

en un marco ético y de 

responsabilidad hacia el logro de los 

fines del Estado Social de Derecho, 

servirá de soporte al eventual 

proceso disciplinario que se siga a 

quiense aleje de sus deberes al 

margen de las causales que eximen 

de responsabilidad. No se puede 

olvidar que el Estado cumple una 

innegable función social en cabeza 

de sus servidores (Cáceres, 2009, pp. 

23-24). En este orden de ideas, con 

el presente estudio se pretende 

estudiar el hecho que en el entorno 

de todo proceso de investigación 

disciplinario, existen falencias y 

vacíos en varios de sus aspectos, 

pero especialmente en el relacionado 

con el procedimiento que se debe 

llevar a cabo para el desarrollo de la 

contradicción o cuestionamiento de la 

prueba trasladada; que por la misma 

complejidad en su obtención, una vez 
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ha sido procesada por las personas 

encargadas de hacerlo en el entorno 

del procedimiento penal como tal y en 

la perspectiva de la misma 

transparencia que exige la ley 1474 

de 2011, deja entrever más de un 

vacío procedimental y una 

dependencia casi absoluta del 

accionar penal para luego desarrollar 

acciones en el marco disciplinario, 

que limita al defensor de este tipo de 

procesos.  

En un proceso, la existencia de la 

prueba  - más aún, su necesidad – es 

fundamental. Recordando a Roxin, la 

prueba es el medio que proporciona 

al juez el convencimiento de la 

existencia de un hecho. Es claro que 

el funcionario judicial toma una 

decisión justa a partir dela certeza y 

de la convicción, que surgen de la 

correcta valoración de las 

pruebas(Cáceres, p. 56).La prueba 

es, entonces, el eje alrededor del cual 

gira el procedimiento judicial. Por eso 

es de suma importancia que su 

valoración ocurra dentro de los 

cauces de la razonabilidad, la 

objetividad y la claridad en su 

interpretación. No siempre ocurre de 

esta manera. No siempre se aplica e 

interpreta debidamente la prueba. A 

veces se presentan problemas en su 

utilización. Sobre todo cuando se 

trata de prueba trasladada desde el 

ámbito penal o administrativo al 

disciplinario. 

 

Son dificultades que deben ser 

superadas para favorecer la eficacia 

en la administración de justicia y para 

favorecer la definición de sentencias 

acordes con la verdad 

material.Cuando al interior del evento 

disciplinario se presentan este tipo de 

falencias en relación con la 

contradicción de la prueba 

trasladada, se hace necesario 

reconocer que hace presencia una 

situación problemática que induce a 

reconocer que el elemento probatorio 

es fundamental en las decisiones 

judiciales.  

 

¿Qué sucede? No hay regulación, no 

hay un actuar procedimental definido 

respecto de la contradicción de la 

prueba trasladada al ámbito 

disciplinario. En este sentido, la 

situación se enuncia de la siguiente 

manera: ¿cuál es la carencia  

normativa que se presenta en la 

contradicción de la prueba trasladada 

al proceso disciplinario?  

 

La hipótesis planteada a partir de la 

pregunta de investigación, se refiere 

a la carencia normativa o 

procedimental que se presenta en la 

contradicción de la prueba trasladada 

al proceso disciplinario tiene que ver 

con la ausencia de la sana crítica y 

una adecuada valoración teniendo en 

cuenta la admisibilidad, pertinencia, 

oportunidad y legitimidad. 

 

Como objetivo general del presente 

artículo se pretende tipificar la 

carencia  normativa que se presenta 

en la contradicción de la prueba 

trasladada al proceso disciplinario, 

elaborando recomendaciones 
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encaminadas a darle celeridad, 

eficacia, transparencia y efectividad a 

dicho proceso. 

 

El objetivo se desarrollará en tres 

partes. En una primera parte se 

establecerá el marco constitucional y 

normativo vigente del accionar 

disciplinario en el país, señalando el 

manejo que se le viene dando a la 

prueba trasladada; luego se 

determinará la importancia de la 

contradicción de la prueba trasladada 

en el marco probatorio y finalmente 

se evidenciarán los vacíos en el 

proceso de contradicción de la 

prueba trasladada al entorno 

disciplinario. 

 

Metodología  

 

Para la búsqueda de respuesta a la 

pregunta eje de este escrito, se llevó 

a cabo una investigación cualitativa 

en la medida que se fundamentó en 

la interpretación, en el develamiento 

de sentido de normas relacionadas 

con el tema. 

 

     Se trató de un estudio exploratorio 

descriptivo porque la intención fue 

buscar la carencia normativa o 

procedimental presente en la 

contradicción de la prueba trasladada 

al proceso disciplinario.  Y, 

paralelamente, tipificar esa carencia. 

 

     La técnica aplicada en el acopio y 

procesamiento de la información fue 

el Análisis Documental, y su 

instrumento, el Formato para el 

Análisis Documental.  

 

     En cuanto a las fuentes de 

información, básicamente, fueron la 

Carta Política, y normas y sentencias 

relacionadas con el proceso 

disciplinario y el manejo de la prueba. 

 

A partir de las consideraciones 

anteriores, el presente artículo se 

compone de tres capítulos 

claramente definidos: 

1.  Establecimiento del marco 

constitucional y normativo vigente  

respecto del proceso disciplinario, 

teniendo en cuenta la prueba 

trasladada. 

2. La contradicción de la prueba 

trasladada en el marco probatorio. 

3. Vacíos en el proceso de 

contradicción de la prueba trasladada 

al entorno disciplinario. 

 

     Es necesario tener en cuenta que 

en este escrito se hace una reflexión 

sobre la ausencia legislativa en el 

accionar del ejercicio probatorio 

dentro del marco disciplinario, 

contemplando la contradicción como 

un elemento carente de 

reglamentación, sumiéndolo en un 

vacío de interpretación y aplicación. 

 

     Así mismo, se reconoce que se 

deben eliminar los espacios que 

permitan acciones dolosas o 

corruptas, tema que ha sido debatido 

a todo nivel, manteniéndose latente 

no sólo en Colombia, sino en otros 

países.  
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Desafortunadamente, este tipo de 

acciones  se presenta en todos  los 

sectores tanto públicos como 

privados: se observa, por ejemplo, 

que quienes laboran en este entorno, 

con frecuencia se encuentran con 

situaciones y personas que se 

encuentran al margen de la ley, y 

terminan siendo tolerantes y 

complacientes.En este sentido es 

importante fortalecer el ámbito ético y 

disciplinario, a través de la 

capacitación de las personas que 

laboran en el entorno estatal.   

 

El presente escrito toma como base 

lo fundamental en el  actual estatuto 

anticorrupción o ley 1474 de 2011 y 

su relación con la prueba trasladada 

en el proceso disciplinario, con miras 

al control del funcionario público 

(Colombia, 2011). La idea es 

cuestionar la prueba y evitar la 

vulneración de elementos 

significativos de la confidencialidad 

de la investigación que puedan alterar 

el debido proceso, sobre todo la 

legitimidad de la cadena de custodia 

y de todo el desarrollo de la 

investigación.  

 

     Es claro que si estas falencias y 

vacíos no se tipifica adecuadamente 

se generarán mayores problemas, de 

los que se desean combatir con estas 

disposiciones. 

 

Es la creencia compartida que cada 

persona tiene la responsabilidad 

individual de ayudar a desarrollar una 

sociedad con un Estado Social de 

Derecho sólido y fuerte, donde los 

ciudadanos que cumplen la ley, 

confían en el gobierno y con ello en 

sus funcionarios. En este sentido,  

para lograr una simbiosis adecuada, 

la comunidad como tal, debe efectuar 

una labor de veeduría que evite 

acciones dolosas y mantengan el 

orden por sí mismos: es necesario 

ampararlos mediante reglas o normas 

claramente definidas que permitanla 

contradicción de las pruebas 

trasladadas desde otros ámbitos, al 

disciplinario. 

 

Los actos de contradicción de la 

prueba trasladada, que deben 

ingresar a los regímenes 

disciplinarios deben facilitar la 

demarcación clara de las sanciones 

pertinentes que contribuyan a 

controlar el accionar doloso, 

extralimitación de funciones o uso 

indebido, acciones dentro del proceso 

investigativo penal, que se 

encuentran flotando en todos los 

espacios institucionales que la 

conforman.He ahí la importancia de 

establecer e identificar estrategias 

que mitiguen esta práctica en la 

gestión estatal. Para tal efecto se 

utilizará el método inductivo en este 

análisis, aportando planteamientos, y 

recopilando los datos requeridos, 

hacia la construcción del 

conocimiento en este tema 

enmarcado dentro de la normatividad 

vigente (Castro, 2010, p. 59). 
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1. MARCO CONSTITUCIONAL Y 

NORMATIVO VIGENTE DEL 

ACCIONAR DISCIPLINARIO 

EN EL PAÍS. LAPRUEBA 

TRASLADADA 

 

En el actual marco jurídico 

Colombiano, se presentan 

parámetros claramente definidos 

respecto del accionar de un 

funcionario público. Es el caso de la 

ley 489 de 1998, mediante la cual 

fueron dictadas las normas sobre la 

organización y funcionamiento de las 

entidades del orden nacional. En este 

sentido:a) enuncia aspectos 

relevantes de la función pública, tanto 

en lo que tiene que ver con principios 

como con las finalidades; b) señalalas 

diversas modalidades de la acción 

administrativa, que tipifican las 

conductas; c)busca implementar 

programas de mejoramiento continuo 

en las entidades, en sus diversas 

áreas de gestión, direccionando el 

accionar de su talento humano hacia 

el manejo adecuado de los recursos 

físicos, tecnológicos y financieros en 

el ejercicio de su labor, para el 

beneficio de la comunidad (Colombia, 

1998). 

 

     Mientras que la ley 734 de 2002, 

Código Disciplinario Único, 

reglamenta el accionar y enmarca 

directrices para el servidor público 

como tal, y especifica las conductas 

que pueden llegar a ser cuestionables 

e incluso ilícitas sustancialmente y fija 

sanciones por su quebrantamiento en 

el desarrollo de las labores públicas 

(Colombia, 2002). De esta manera se 

establecen acciones de legalidad e 

ilicitud, debido proceso, culpabilidad, 

proporcionalidad, que permiten 

establecer una verdadera garantía de 

la función pública efectiva y 

transparente, identificando los sujetos 

disciplinables, sus comportamientos, 

los derechos y deberes que 

establezcan su accionar: todo dirigido 

hacia el bien común y teniendo 

siempre presente que los servicios 

que se prestan, están encaminados a 

la satisfacción de las necesidades 

generales de los ciudadanos. 

 

En este contexto, el control interno 

disciplinario, adquiere vigencia en  la 

constitución de una unidad del más 

alto nivel, cuya estructura jerárquica, 

permita preservar la garantía de la 

doble instancia, y se encargade 

conocer y fallar en primera instancia, 

los procesos disciplinarios que se 

adelanten contra los funcionarios, en 

la perspectiva del mejoramiento 

continuo de las instituciones del 

Estado, de la transparencia de sus 

acciones y de la concordancia con los 

intereses de la sociedad en general. 

 

En el marco de la Constitución de 

1991 se consagraron determinados 

principios en la lucha contra la 

corrupción administrativa en 

Colombia. 

 

     En la Carta se le da gran 

importancia a la participación de la 
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ciudadanía en el control de la gestión 

pública y estableció la 

responsabilidad patrimonial de los 

servidores públicos. Los artículos 

relacionados con la lucha contra la 

corrupción son los siguientes: 23, 90, 

122, 123, 124, 125, 126, 127, 128, 

129, 183, 184, 209 y 270, que 

conceden facultades al ciudadano 

para ejercer un control de veeduría 

que permita vigilar y apoyar a los 

entes de control estatal en la 

denuncia de las irregularidades 

asociadas a las prácticas de 

corrupción señaladas (Colombia, 

2012).  

 

Igualmente se han desarrollado 

diversos convenios internacionales 

para hacer frente a este hecho, como 

la Convención Interamericana Contra 

la Corrupción, CICC: fue el primer 

evento realizado en el mundo sobre 

esta materia. En Colombia fue 

ratificada por el Congreso mediante la 

ley 412 de 1997 (Colombia, 1997). 

 

Al tener como punto de partida la 

investigación, se establece la 

importancia de puntualizar las 

actuales normas legales que permitan 

disminuir los vacíos interpretativos y 

de ejecución, en las conductas que 

un funcionario público puede 

vulnerar, y que en las actuales 

circunstancias son aprovechadas por 

personas inescrupulosas para llevar a 

cabo actos de corrupción en beneficio 

propio y de terceros contra el 

patrimonio estatal. En este sentido  

es imperioso tener claro cuáles son 

las normas más importantes en este 

sentido y efectuar su análisis, para 

derivar ideas que permitan plantear 

estrategias que faciliten el logro de 

una mayor transparencia y eficacia en 

el manejo de los recursos y el 

beneficio de la inversión pública en la 

comunidad. 

 

Estas deben partir del  artículo 209 de 

la Constitución Política, donde se 

señala que la función administrativa 

está al servicio de los intereses 

generales y se desarrolla con 

fundamento en los principios de 

igualdad, moralidad, eficacia, 

economía, celeridad, imparcialidad y 

publicidad, mediante la 

descentralización, delegación y 

desconcentración de funciones 

(Colombia, p. 194). 

 

Por lo tanto, la gestión contractual por 

parte del Estado debe ser lo más 

unificada y clara posible con el fin de 

cumplir con este mandato 

constitucional, sin dar lugar a 

conjeturas o cuestionamientos en 

esta labor, por efectos asociados a la 

corrupción. 

 

Con base en este marco normativo, la 

regla general que se puede extraer es 

que las denuncias o las quejas que 

se formulen, tanto de naturaleza 

penal como disciplinaria, deben reunir 

unas mínimas condiciones para que 

las autoridades correspondientes, 

puedan iniciar la actuación 

respectiva. Por ejemplo: a) que se 

lleve a cabo en forma verbal o escrita 
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- en materia penal se exige además 

que se haga bajo juramento-;b) que lo 

haga una persona determinada; y c) 

que narre o haga una relación de los 

hechos que eventualmente darían 

lugar a la actuación disciplinaria. 

 

Para evitar el desgaste tanto de las 

autoridades penales como 

administrativas, se consagra que las 

denuncias anónimas no sean 

admitidas, a menos que existan 

medios probatorios suficientes que 

den cuenta de la existencia de un 

hecho delictivo o de una conducta 

que infrinja las normas disciplinarias, 

para que se pueda adelantar la 

investigación de manera oficiosa. De 

esta manera, se evita además, la 

presentación de denuncias 

temerarias o falsas, y que se evite la 

consecuente responsabilidad que de 

ello se deriva. 

 

Del análisis precedente, es claro que 

tanto la formulación de derechos de 

petición, de reclamos o la 

presentación de quejas relacionadas 

con hechos susceptibles de 

investigación disciplinaria, requieren 

que la persona que lo presente se 

identifique, y si es del caso, indique la 

dirección a donde la administración le 

pueda remitir la respuesta pertinente 

sobre la actuación solicitada o le 

haga algún requerimiento de ser 

necesario. 

Para garantizar la eficiencia y eficacia 

en el cumplimiento de las funciones y 

operaciones de la administración de 

justicia, velando por la existencia de 

adecuados procesos de planeación y 

control para el desarrollo de sus 

actividades, además de coordinar la 

aplicación de medidas que permitan 

prevenir riesgos, detectar y corregir 

las desviaciones que impidan o 

puedan impedir el cumplimiento de 

las funciones, objetivos y metas por 

parte de sus miembros, por ejemplo, 

respecto de la contradicción de una 

prueba trasladada. 

 

Lo anterior, se encuentra enmarcado 

en una serie de normas y leyes que 

tipifican el accionar, delimitando sus 

derechos y deberes. Entre estas se 

encuentran la ley 734 de 2002, o 

Código Disciplinario Único.Sus 

preceptos especifican el accionar 

indebido y las sanciones en las que 

incurre un funcionario del Estado, las 

faltas disciplinarias y sus respectivas 

consecuencias, hasta llegar a la 

destitución del cargo, donde se 

presentan cuestionamientos de 

acción y omisión del comportamiento 

del funcionario.Además aclara las 

prohibiciones que todo servidor 

público debe conocer, como incumplir 

deberes, abusar de los derechos o 

extralimitar las funciones contenidas 

en la Constitución, los tratados 

internacionales, las leyes, los 

decretos, reglamentos y demás 

normatividad existente. 

 

Ley 1474 de 2011 

(Estatuto Anticorrupción) 

es una de esas leyes que 

el Congreso colombiano 

promulga con base en 
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situaciones coyunturales 

que el país atraviesa 

actualmente (como los 

escándalos de corrupción 

que se han destapado en 

los últimos días). En 

términos generales, esta 

nueva ley no pretende 

ponerle punto final a la 

corrupción rampante en 

Colombia, sino 

simplemente “tapar” los 

focos de corrupción 

descubiertos hasta el 

momento (sobre todo en 

materia de contratación 

estatal) sin pretender ser 

una ley que prevenga la 

ocurrencia de futuras 

formas de corrupción 

(recordemos que la 

creatividad de los 

bandidos de cuello 

blanco no tiene límites). 

En resumen, el Estatuto 

Anticorrupción es una 

herramienta para que los 

jueces y los organismos 

de control puedan 

detectar y sancionar más 

eficientemente los delitos 

(Muñoz, 2012). 

 

Una de esas herramientas se 

encuentra en la modificación y en la 

creación de nuevos tipos penales. 

Algunos de los tipos penales que se 

crearon con la ley 1474 de 2011 eran 

muy necesarios porque abarcan 

situaciones injustas para el resto de 

los ciudadanos y para las empresas. 

Por ejemplo: a) corrupción privada, 

que exige el beneficio de un particular 

en detrimento de una empresa; b) 

administración desleal, que ocurre 

todos los días; y c) la utilización 

indebida de información privilegiada, 

entre otros (Muñoz, 2012). 

 

Sin embargo, hay tipos 

penales que son 

completamente confusos 

(y por ende, tontos). Por 

ejemplo, el artículo 30 

que modifica el delito de 

soborno transnacional 

(art. 433 del Código 

Penal) es un error porque 

convierte este delito en 

algo absurdo al cambiar 

el sujeto activo de 

calificado (el nacional) a 

indeterminado (el que). 

Si el sujeto activo de este 

delito es ahora 

indeterminado, será que 

podría ser sancionado en 

su país por lo mismo? 

(ejemplo, un extranjero 

que soborne al Cónsul de 

su país en Colombia). O 

también, podría elegir la 

justicia que lo juzgue, 

con base en el principio 

de favorabilidad, 

haciendo que este delito 

sea obsoleto en 

Colombia para los 

extranjeros (Muñoz). 

 

Otro ejemplo de delito confuso en el 

marco legislativo, en el Estatuto 
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Anticorrupción es el artículo 28, que 

crea el delito de tráfico de influencias 

de particular, con su correspondencia 

en el artículo411A del Código Penal. 

 

Por lo tanto, este delito jamás debió 

exigir como ingrediente subjetivo la 

obtención de un beneficio económico 

por parte del sujeto pasivo, ya que es 

un hecho que muchos particulares 

conocen a algunos servidores 

públicos y suelen pedirles favores no 

económicos y en beneficio de 

terceros.  Además, todos los 

abogados conocen que el tráfico de 

influencias de particulares es el pan 

de cada día en los juzgados de 

Colombia, donde es común llevarle 

algún regalito al funcionario del 

despacho para que agilice un 

memorial, sin que muchas veces esto 

signifique un beneficio económico 

(Muñoz). 

 

Pero a pesar de las críticas sobre el 

procedimiento y direccionamiento de 

la contradicción de la prueba 

trasladada, se facilita el trabajo de los 

jueces y los órganos de control a la 

hora de luchar contra este flagelo que 

tanto daño le causa al país. 

 

Dentro de las normas que buscan la 

eficiencia administrativa, y la 

transparencia a través de los 

sistemas de información y de políticas 

en el mejoramiento de la gestión 

pública, se encuentra el primer grupo, 

que ha implementado:a) el régimen 

de inhabilidades e incompatibilidades, 

b) la responsabilidad de los 

servidores públicos de informar en 

forma transparente y oportuna sus 

actuaciones, su responsabilidad 

patrimonial, y c) la incorporación de 

principios para llevar a cabo una 

gestión pública eficiente. 

 

Al entrar de lleno al artículo 51 sobre 

la prueba traslada que es en sí el 

artículo 135 de la ley 734 de 2002, se 

puntualizó lo siguiente: 

 

Las pruebas practicadas 

válidamente en una 

actuación judicial o 

administrativa, dentro o 

fuera del país y los medios 

materiales de prueba, 

podrán trasladarse a la 

actuación disciplinaria 

mediante copias 

autorizadas por el 

respectivo funcionario y 

serán apreciadas 

conforme a las reglas 

previstas en este código. 

 

También podrán 

trasladarse los elementos 

materiales de prueba o 

evidencias físicas que la 

Fiscalía General de la 

Nación haya descubierto 

con la presentación del 

escrito de acusación en el 

proceso penal, aun 

cuando ellos no hayan 

sido introducidos y 

controvertidos en la 

audiencia del juicio y no 

tengan por consiguiente la 
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calidad de pruebas. Estos 

elementos materiales de 

prueba o evidencias 

físicas deberán ser 

sometidos a contradicción 

dentro del proceso 

disciplinario. 

 

Cuando la Procuraduría 

General de la Nación o el 

Consejo Superior de la 

Judicatura necesiten 

información acerca de una 

investigación penal en 

curso o requieran trasladar 

a la actuación disciplinaria 

elementos materiales de 

prueba o evidencias 

físicas que no hayan sido 

descubiertos, así lo 

solicitarán al Fiscal 

General de la Nación. En 

cada caso, el Fiscal 

General evaluará la 

solicitud y determinará qué 

información o elementos 

materiales de prueba o 

evidencias físicas puede 

entregar, sin afectar la 

investigación penal ni 

poner en riesgo el éxito de 

la misma (Colombia, 2011, 

p. 32). 

 

Es muy importante conocer la 

existencia de las normas y 

disposiciones legales que se utilicen 

en cada uno de los análisis, 

aplicaciones y prácticas 

administrativas en el entorno 

administrativo público. Es que las 

leyes se trabajan para afinar las 

diversas técnicas y sanciones en el 

acopio de las pruebas y la depuración 

de procedimientos conducentes al 

esclarecimiento de las infracciones, la 

identificación de los autores 

intelectuales o materiales y la 

reducción de las distancias entre la 

impunidad y la eficacia del accionar 

de las instituciones, según sus 

funciones, bien sea: cerrándole el 

paso a los delincuentes o ejerciendo 

debidamente la justicia.  

 

La palabra ley o legalidad lleva 

implícitos los vocablos: toma de 

decisiones, conocimiento, experiencia 

y especialmente compromiso 

pluralista, hecho realidad a través de 

los diversos actores dinamizadores. 

En Colombia por determinación legal 

les compete adentrarse en este 

campo a: a) magistrados, b) jueces, 

c) fiscales, d) funcionarios con 

atribuciones de policía judicial, 

responsables de investigar o 

administrar justicia, y e) profesionales 

del derecho en todas sus 

especialidades.   

 

Bajo esta semblanza teórica se 

vislumbra claramente la posibilidad 

de alcanzar el clima para labrar el 

terreno de la paz, donde se exige a 

todos: capacidad de apertura al 

cambio, interacción de conocimientos 

y experiencias, unión y esperanza por 

un futuro mejor. 

 

Lo anterior, porque la Carta Política 

colombiana está conformada en su 
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mayoría por textos de estructura 

gramatical abierta, donde se 

enuncian una serie de principios y 

valores cuyo contenido no está 

definido en la Constitución misma, 

razón por la cual para todos ellos 

caben múltiples interpretaciones, pero 

solo es una a la que es preciso 

atenerse: la que hace la Corte 

Constitucional, creando derecho con 

su jurisprudencia.  

 

Y al ser la Constitución ley de leyes, 

norma suprema, y la Corte 

Constitucional su máximo defensor y 

órgano de control, entonces sus 

decisiones se convierten en textos de 

obligatoria consulta para los jueces y 

abogados al momento de utilizar el 

derecho. 

 

Por lo tanto, los servidores públicos 

que conozcan de procesos 

disciplinarios en lo que concurra 

alguna causa de recusación, deberán 

declararse impedidos tan pronto 

como adviertan la existencia de ella  

 

Cuando haya dos o más funcionarios 

competentes para conocer de un 

mismo asunto y uno de ellos se 

declare impedido o aceptare 

recusación, pasará el proceso al 

siguiente, quien si acepta la causal 

avocará el conocimiento. En caso 

contrario, lo remitirá al superior 

jerárquico o funcional, según el caso, 

para que resuelva de plano sobre la 

legalidad del impedimento o 

recusación. 

 

     En materia disciplinaria los 

procuradores departamentales son 

los superiores funcionales de los 

personeros municipales para todos 

los efectos procesales.  En relación 

con la acción disciplinaria se debe 

señalar que el Título I del libro I de la 

ley 734 de 2002 se encuentra 

fortalecido con la ley 1474 de 2011, y 

contiene los principios rectores de la 

ley disciplinaria entre ellos:a) el 

principio del debido proceso, b) el 

principio de legalidad, c) la 

presunción de inocencia, d) el 

derecho de defensa, e) el derecho a 

presentar pruebas y a controvertirlas, 

y f) el derecho a impugnar la sanción 

disciplinaria y a no ser juzgado dos 

veces por el mismo hecho, orientados 

todos a garantizar el cabal 

cumplimiento de la finalidad del 

proceso disciplinario que no es otro 

que la prevalencia de la justicia, la 

búsqueda de la verdad material y el 

cumplimiento de los derechos y 

garantías debidas a las personas que 

en él intervienen (Castro, 2010). 

 

Lo contradictorio es que dentro de 

todo el marco jurídico actual no se 

presenta la tipificación del accionar 

en el marco de la contradicción de la 

prueba trasladada. Solo se 

mencionan sus alcances y sujetos 

disciplinables, pero nada que ver con 

el manejo de la confidencialidad de la 

misma. 

 

En los procesos disciplinarios 

solamente pueden actuar el presunto 

infractor y su defensor, sin perjuicio 



14 
TIPIFICACIÓN DE LA CONTRADICCIÓN DE LA PRUEBA TRASLADADA AL PROCESO DISCIPLINARIO 

de la intervención que en razón de la 

vigilancia superior pueda realizar la 

Procuraduría General de la Nación. 

Cuando existan pretensiones 

contradictorias entre el presunto 

infractor y el defensor, prevalecerán 

las del defensor. Ni el informador ni el 

quejoso son parte en el proceso 

disciplinario. Su actuación se limita a 

presentar y ampliar la queja bajo la 

gravedad del juramento, con el deber 

de aportar las pruebas que tengan en 

su poder. 

 

Por lo tanto, el material probatorio es 

algo muy importante y lo constituyen 

las diferentes clases de pruebas y el 

procedimiento y oportunidad dentro 

del proceso. Toda providencia 

disciplinaria debe fundarse en 

pruebas legalmente producidas y 

allegadas o aportadas al proceso. 

 

Toda providencia disciplinaria debe 

fundarse en pruebas legalmente 

producidas y allegadas o aportadas al 

proceso, el fallo sancionatorio sólo 

procederá cuando obre prueba que 

conduzca a la certeza de la falta y de 

la responsabilidad del disciplinado. 

 

Por esto debe existir una petición de 

pruebas, que estime conducentes o 

aportarlas. Cuando las pruebas sean 

allegadas o aportadas por el 

disciplinado o quien haya rendido 

exposición, sólo se incorporarán al 

proceso previo auto que estime su 

conducencia o pertinencia. La 

denegación total o parcial de las 

solicitadas o allegadas antes de que 

se abra investigación disciplinaria 

deberá ser motivada y comunicarse 

por escrito al peticionario. 

 

La falta y la responsabilidad del 

disciplinado podrán demostrarse con 

cualquiera de los medios de prueba 

legalmente reconocidos, por lo tanto 

el funcionario competente podrá 

comisionar para la práctica de 

pruebas a otro funcionario idóneo. 

 

Las pruebas deberán apreciarse en 

conjunto de acuerdo con las reglas de 

la sana crítica, en la utilización de 

medios técnicos. Para la práctica de 

cualquier prueba, se podrán utilizar 

los medios técnicos adecuados. 

 

Las pruebas obrantes válidamente en 

un proceso judicial, administrativo o 

disciplinario, podrán trasladarse al 

proceso disciplinario en copia 

autenticada y se apreciarán de 

acuerdo con las reglas preexistentes, 

según la naturaleza de cada medio 

probatorio. 

 

En la práctica de visitas especiales, el 

funcionario investigador procederá a 

examinar y reconocer los 

documentos, hechos y demás 

circunstancias relacionadas con el 

objeto de la diligencia y 

simultáneamente irá extendiendo la 

correspondiente acta, en la que 

anotará pormenorizadamente los 

documentos, hechos o circunstancias 

examinados y las manifestaciones 

que bajo la gravedad del juramento 
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se hagan sobre ellos las personas 

que intervengan en la diligencia. 

 

Cuando lo estime necesario, el 

investigador podrá tomar 

declaraciones juramentadas a las 

personas que intervengan en la 

diligencia y solicitar documentos 

autenticados, según los casos, para 

incorporarlos al informativo. El 

investigado podrá controvertir la 

prueba a partir del momento de la 

notificación del auto que ordena la 

investigación disciplinaria. 

 

El procedimiento verbal se aplica de 

manera especial cuando ocurre 

algunas de las circunstancias 

señaladas en el artículo 175 de la ley 

734 de 2002: el autor es sorprendido 

al momento de cometer la falta, o con 

elementos, efectos o instrumentos 

que provengan de su ejecución. 

También se aplica cuando la falta ha 

sido calificada como leve o cuando el 

implicado confiesa su 

responsabilidad, o se trata de alguna 

de las descripciones señaladas en el 

inciso segundo del artículo citado. 

 

Los procedimientos especiales son 

considerados la principal 

responsabilidad de la Procuraduría, 

que se empeña en “prevenir antes 

que sancionar”, vigilar el actuar de los 

servidores públicos y advertir 

cualquier hecho que pueda ser 

violatorio de las normas vigentes, sin 

que ello implique coadministración o 

intromisión en la gestión de las 

entidades estatales. 

 

Con fundamento en la normativa 

constitucional el legislador goza de un 

amplio margen de configuración 

normativa para consagrar las faltas 

gravísimas sin tener como parámetro 

las que el régimen general adopta 

para los demás servidores públicos, 

claro está que dentro de los límites 

establecidos en la Constitución, en el 

sentido que no desconozca 

principios, derechos y valores 

superiores. Pretender que el 

legislador unifique criterios en 

relación con el catálogo de las faltas 

del régimen general y especial, es 

desconocer precisamente la singular 

connotación que la Constitución 

Política quiso que se le impregnara a 

la normatividad disciplinaria aplicable 

a los miembros del Estado Nacional. 

 

Cuando la prueba se produce en un 

proceso penal, allí debió ser 

decretada y oportunamente 

practicada, por lo que cualquiera de 

los investigados tuvo la posibilidad de 

oponerse a la misma, tachándola o 

repudiándola por adolecer de los 

requisitos de ley, todo en ejercicio del 

derecho de defensa y contradicción. 

De conformidad con las normas 

transcritas, lo fundamental en materia 

de prueba trasladada, es que ella 

haya sido autenticada en el despacho 

de origen, y de modo singular que se 

haya producido en el proceso de 

origen con audiencia de la parte 

contra quien se utiliza, exigencia que 

tiene como fundamento que se 

cumpla el principio de contradicción. 
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De este modo, si el hoy demandante 

participó en el proceso penal, de tal 

modo que allí obtuvo la absolución, la 

prueba originada en ese proceso 

cumple con el requisito de 

contradicción previa que es esencial 

para que pueda valorarse en el 

proceso de destino (Alcaldía de 

Bogotá, 2012). 

 

Los testimonios que fueron 

producidos en el proceso penal, con 

audiencia allí del inculpado, y 

debidamente trasladados al proceso 

disciplinario, en el que además se 

pusieron en su conocimiento por si 

quería reclamar su ratificación, cosa 

que puede hacer o no hacer. Esos 

testimonios deben ser 

adecuadamente valorados, siguiendo 

las reglas de la sana crítica y en su 

contenido pueden revelar la 

incriminación en contra del 

demandante. 

 

Lo que acaba de comentarse, sólo a 

manera de ejemplo, muestra la 

razonabilidad de las conclusiones 

derivadas por la autoridad 

disciplinaria en un fallo, y la adecuada 

valoración de la prueba, así como la 

pericia del manejo contradictorio de la 

misma. 

 

     En resumidas cuentas, en este 

ítem se ha esbozado breve y 

sustancialmente el marco 

constitucional y legal para la 

protección de la integridad del 

Estado, la rectitud y transparencia de 

la función pública y por lo tanto, el 

accionar disciplinario.  

 

2. LA CONTRADICCIÓN DE LA 

PRUEBA TRASLADADA EN 

EL MARCO PROBATORIO 

 

     Antes que todo, la prueba es, 

siguiendo a Carnelutti no solo el 

objeto que sirve para el conocimiento 

de un hecho, sino el conocimiento 

mismo aportado por ese objeto. El 

término también se usa para 

designar: a) los medios que obran en 

un proceso; b) la acción misma de 

probar; y c) la convicción producida 

en el juez por los medios aportados.  

     Ahora bien, en el proceso civil las 

partes alegan hechos que deben ser 

probados. Como se trata de una 

comprobación que se hace ante el 

juez, tiene carácter judicial. Y no se 

hace de cualquier manera, sino 

acorde con los medios y la forma 

definidos por la ley.  

      

Es de aclarar que no se prueban 

todos los hechos alegados por las 

partes, sino solamente aquellos que 

son controvertidos. Y de ellos, 

precisamente depende el derecho 

materia de las pretensiones.   

 

     En el ámbito procesal, probar es 

acreditar o demostrar la verdad de los 

hechos que las partes afirman o 

alegan. 

      

Desde el punto de vista procesal, es 

necesario acreditar y probar los 

hechos. Sobre todo si se tiene en 
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cuenta que sobre la base de tales 

hechos es que el juez podrá 

encontrarse en aptitud para declarar 

el derecho pretendido. 

 

Y, es obligatorio probar los hechos 

alegados mediante los medios 

probatorios. 

 

Ahora bien, la prueba judicial debe 

acercarse a ciertos principios: 

1.  De permanencia: significa que la 

prueba debe conservar su eficacia en 

el proceso hasta el juicio. 

2.  Ineficacia o inexistencia por ilicitud 

probatoria, es decir, definición del 

carácter real o ficticio de la prueba 

por inexactitud o ilicitud probatoria. 

Desde este punto de vista se 

entiende que la prueba obtenida sin 

el cumplimiento de las formalidades 

sustanciales o desconociendo los 

derechos fundamentales del 

investigado es inexistente. En otras 

palabras, se trata de una prueba que 

no produce efectos jurídicos. 

3.  Aseguramiento de la prueba. 

4.  De unidad y comunidad de la 

prueba y apreciación de conjunto. Es 

un evento de valoración que consiste 

en considerar los diversos medios de 

prueba en conjunto, sin tener en 

cuenta distinción alguna respecto del 

origen de la prueba. Así mismo se 

entiende, cuando se habla de 

comunidad de la prueba, que 

pertenece al proceso conforme es 

practicada o presentada. 

5.  Publicidad. Lo que se busca es la 

transparencia al proceso, acorde con 

los artículos 138 de la ley 734 de 

2002 y 93 de la ley 1123 de 2007. Es 

que todos los sujetos en el proceso 

tienen las mismas oportunidades de 

aportar y controvertir pruebas. Se 

entiende así mismo, la utilidad de la 

prueba, es decir, la facultad de 

rechazar pruebas ilícitas, según 

artículo 132 de la 734 de 2002 y 88 

de la 1123 de 2007. 

6. Culpabilidad. La simple verificación 

de la comisión de un supuesto ilícito 

no puede dar origen a una sanción 

(Castro, 2010). 

      

De las anteriores normas, vale la 

pena citar el artículo 132 de la  734 

de 2002: 

Petición y rechazo de pruebas. 

Los sujetos procesales pueden 

aportar y solicitar la práctica de 

las pruebas que estimen 

conducentes y pertinentes. 

Serán rechazadas las 

inconducentes, las 

impertinentes y las superfluas y 

no se atenderán las 

practicadas ilegalmente 

(Colombia, 2002). 

      

El procedimiento probatorio es el 

siguiente: 

1.  Mención de las pruebas por las 

partes. 

2.  Admisión por parte del operador. 

3.  Actuación o revisión del material 

probatorio.  

      

La valoración o apreciación de la 

prueba consiste en la calificación que 

el juez da a cada prueba, en términos 

de convencimiento. En este proceso 
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valorativo, intervienen algunos 

aspectos como la naturaleza jurídica 

de la norma y razones procesales 

que tienen que ver con la 

demostración misma de las 

afirmaciones hechas en el proceso. 

      

Ahora, mirando estos aspectos desde 

la perspectiva del derecho 

disciplinario, que se propone 

investigar y sancionar conductas 

irregulares que atentan contra los 

principios de la función pública. 

      

Uno de los propósitos del proceso 

disciplinario es la búsqueda de la 

verdad real o material, acorde con los 

artículos 20 y 129 de la ley 734 de 

2002, y 15 y 85 de la ley 1123 de 

2007. Así las cosas, la decisión que 

se toma para finalizar el proceso 

debe tener en cuentas aspectos 

como: a) basarse en la 

reconstrucción histórica de los 

hechos que son materia de 

investigación; b) la carga probatoria, 

sujeta a la ley; y c) la obtención de la 

prueba debe estar reglada 

legalmente. De esta manera se 

garantiza el debido proceso. 

     

En el artículo 20 de la ley 734 se 

avizora la finalidad del proceso 

disciplinario: 

Interpretación de la ley 

disciplinaria. En la 

interpretación y aplicación de la 

ley disciplinaria el funcionario 

competente debe tener en 

cuenta que la finalidad del 

proceso es la prevalencia de la 

justicia, la efectividad del 

derecho sustantivo, la 

búsqueda de la verdad material 

y el cumplimiento de los 

derechos y garantías debidos a 

las personas que en él 

intervienen (Colombia, 2002). 

 

Se trata de la verdad real, según 

artículo 129 de la misma: 

Imparcialidad del funcionario 

en la búsqueda de la prueba. 

El funcionario buscará la 

verdad real. Para ello deberá 

investigar con igual rigor los 

hechos y circunstancias que 

demuestren la existencia de la 

falta disciplinaria y la 

responsabilidad del 

investigado, y los que tiendan a 

demostrar su inexistencia o lo 

eximan de responsabilidad. 

Para tal efecto, el funcionario 

podrá decretar pruebas de 

oficio. 

 

     Como formando parte del principio 

depublicidad, se menciona la utilidad 

de la prueba trasladada, que hace 

referencia a que las pruebas que han 

sido practicadas válidamente en una 

actuación judicial o administrativa se 

pueden trasladar a la actuación 

disciplinaria por copias que deben ser 

autorizadas por el funcionario. Estas 

pruebas trasladadas van a ser 

apreciadas en el marco de las reglas 

que para tal efecto existen: artículos 

135 de la ley 734 y 91 de la ley 1123. 

Desde luego, estas pruebas deben 
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darse en el marco de la publicidad y 

contradicción. 

     

Respecto del valor probatorio de la 

prueba trasladada, el artículo 185 del 

Código de Procedimiento Civil señala 

Las pruebas practicadas 

válidamente en un proceso 

podrán trasladarse a otro en 

copia auténtica, y serán 

apreciables sin más 

formalidades, siempre que en 

el proceso primitivo se 

hubieren practicado a petición 

de la parte contra quien se 

aduce o con audiencia de ella. 

      

El artículo 135 de la ley 734 de 2002 

señala: 

Prueba trasladada. Modificado 

por el art. 51, Ley 1474 de 

2011. Las  pruebas practicadas 

válidamente en una actuación 

judicial o administrativa, dentro 

o fuera del país, podrán 

trasladarse a la actuación 

disciplinaria mediante copias 

autorizadas por el respectivo 

funcionario y serán apreciadas 

conforme a las reglas previstas 

en este código. 

 

El artículo 91 de la 1123 de 2007: 

Prueba trasladada. Las 

pruebas practicadas 

válidamente en una actuación 

judicial o administrativa, dentro 

o fuera del país, podrán 

trasladarse a la actuación 

disciplinaria mediante copias 

autorizadas por el respectivo 

funcionario y serán apreciadas 

conforme a las reglas previstas 

en este código. 

 

En resumidas cuentas, la 

contradicción de la prueba 

trasladada en el marco 

probatorio debe cumplir con los 

requisitos legales establecidos 

para tal efecto. Sin embargo, 

en el ejercicio del disciplinario, 

se advierte la fragilidad 

respecto del procedimiento 

para llevar a cabo la 

contradicción de la prueba.  

 

3. VACÍOS EN EL PROCESO 

DE CONTRADICCIÓN DE LA 

PRUEBA TRASLADADA AL 

ENTORNO DISCIPLINARIO 

 

La Carta afirma en su artículo 29, en 

el contexto del derecho al debido 

proceso toda persona tiene derecho a 

controvertir las pruebas que sean 

presentadas en su contra. Es lo que 

se conoce como principio de 

contradicción (Colombia, 2012).  

      

En este orden de ideas, cuando 

ocurre una demanda se hace 

necesario precisar su alcance y 

contenido. 

      

Y la contradicción de la prueba tiene 

que ver con la posibilidad de 

cuestionarla en un contexto 

caracterizado de la siguiente manera: 

a) normalidad, b) condiciones 

ordinarias, y c) igualdad frente a la 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=43292#51
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=43292#51
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=43292#51
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imputación o acusación. (Rodríguez, 

2000, p. 352). 

    

Es preciso tener en cuenta que el 

citado derecho de contradicción no 

solo tiene que ver con la intervención 

de la defensa en la práctica de 

pruebas, sino también cuando se 

solicitan, cuando se critican, cuando 

se impugnan decisiones, cuando se 

alega, etc. (Corte Suprema de 

Justicia, 2001).Así mismo, no se 

reduce al contrainterrogatorio de los 

testigos. En realidad lo que se busca 

es que los sujetos procesales 

participen efectivamente en la 

contradicción de la prueba. (Corte, 

2001). 

      

Así mismo, desde la Suprema se 

afirma que el derecho de 

contradicción no es reductivo, es 

decir, que la única manera de llevarlo 

a cabo no es volviendo a preguntar al 

testigo, sino que existen otras 

maneras, como criticar las 

declaración aisladamente y con 

relación al resto del material 

probatorio. (Corte, 2001). 

 

Este derecho de contradicción de la 

prueba en el ámbito disciplinario no 

se encuentra claramente definido. No 

existe un procedimiento establecido 

para tal efecto. Es que el carácter de 

prueba trasladada no viene dado 

únicamente por el hecho de 

adjuntarla al nuevo proceso: 

Si bien es cierto que el C. de P. 

C. permite la prueba 

trasladada, o sea aquella que 

habiendo sido practicada en un 

proceso se quiere hacer valer 

en uno nuevo, no lo es menos 

que el traslado no es una 

simple operación material 

(adjunción en copia auténtica o 

mediante desglose), porque 

frente a las pruebas ya 

practicadas en otro proceso, en 

ciertos casos, debe cumplirse 

en el nuevo cierto rito 

probatorio que permita su 

adecuada valoración. No otro 

es el sentido del artículo 185 

del estatuto mencionado, 

cuando dispone: "Las pruebas 

practicadas válidamente en un 

proceso podrán trasladarse a 

otro en copia auténtica, y serán 

apreciables sin más 

formalidades, siempre que en 

el proceso primitivo se 

hubieren practicado a petición 

de la parte contra quien se 

aducen o con audiencia de 

esta" (Consejo de Estado, 

1980, p. 2). 

      

La mencionada instancia superior 

afirma seguidamente: 

Como se desprende de lo 
transcrito, solo en el caso de 
que en el primer proceso se 
hubieren satisfecho 
plenamente los requisitos de la 
contradicción y de la publicidad 
frente a la persona contra 
quien se aducen en el nuevo, 
no habrá que cumplir requisito 
alguno. Pero cuando la parte 
contra quien se quiere hacer 
valer no es o no fue parte en el 
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proceso en que se practicó, 
tiene derecho a controvertirla y 
para el efecto se debe cumplir 
el rito que permita esa 
contradicción, so pena de que 
carezca de todo valor 
demostrativo. (p.2). 

 

CONCLUSIONES 

 

El marco constitucional y normativo 

vigente del accionar disciplinario en el 

país corresponde a los artículos  23, 

90, 123,124, 125, 126, 127, 128, 129, 

183, 184, 209 y 270; leyes 412 de 

1997, 489 de 1998, 734 de 2002, y 

1474 de 2011, además del Código 

Penalpara la protección de la 

integridad del Estado, la rectitud y 

transparencia de la función pública y 

por lo tanto, el accionar disciplinario. 

Se trata de un marco que establece 

parámetros plenamente definidos y 

claros en cuanto al comportamiento 

del funcionario público se refiere, en 

primer lugar, a los principios 

fundamentales en la lucha contra la 

corrupción administrativa, la 

participación de los ciudadanos en el 

control de la gestión pública, la 

responsabilidad patrimonial del 

servidor público, etc. Y, en segundo 

lugar, a todo un andamiaje legal que 

a) ratifica convenios internacionales 

contra la corrupción; b) que se erige 

en función de los mismos principios y 

fines de la función pública y que hace 

referencia a la relación entre la acción 

administrativa y la conducta del 

funcionario, y la orientación del 

servidor público hacia una manejo 

idóneo y adecuado de sus funciones; 

c) que reglamenta el accionar del 

funcionario público en términos de la 

ética, la transparencia y la honestidad 

además de señalar acciones legales 

que permitan garantizar la efectividad 

y transparencia de la función pública; 

y, d) que define claramente un marco 

legal anticorrupción. 

      

La contradicción de la prueba 

trasladada en el marco 

probatoriodebe cumplir con los 

requisitos legales establecidos para 

tal efecto. Sin embargo, en el 

ejercicio del disciplinario, se advierte 

la fragilidad respecto del 

procedimiento para llevar a cabo la 

contradicción de la prueba. Pero, es 

claro que se asume desde la 

actuación judicial y administrativa que 

frente a las pruebas se debe proceder 

conforme al marco legal ya 

establecido: se prueban los hechos 

que son materia de contradicción, 

pues sobre ellos es que se levantan 

las pretensiones. Es decir, se 

acreditan y prueban tales hechos 

mediante los medios probatorios 

definidos. De esta manera se llega a 

la valoración de la prueba por parte 

del juez. Así la  prueba trasladada al 

marco probatorio ha sido practicada 

válidamente en la actuación judicial o 

administrativa, y en este nuevo 

escenario va a ser validada en el 

horizonte de los parámetros que para 

tal efecto están establecidos.   

      

En el proceso de contradicción de la 

prueba trasladada al entorno 

disciplinario se evidencia carencia 
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normativa o procedimentaly tiene que 

ver con orientaciones y precisiones 

para: a) la aplicación de los principios 

de la sana crítica, b) una adecuada 

valoración de la prueba teniendo en 

cuenta algunos principios como la 

admisibilidad, pertinencia, 

oportunidad y legitimidad. Además 

que es claro que respecto de esta 

prueba se necesita demostrar su 

conducencia, autenticidad, 

admisibilidad y la posibilidad de haber 

ejercido el derecho de contradicción 

desde su aducción hasta su 

incorporación. 
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